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Introducción 

El Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 

2024, sobre la recogida y el intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de 

alojamientos de corta duración y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/1724, 

establece una serie de obligaciones y regulaciones en materia de información que se 

aplican a los servicios de alquiler de alojamientos de corta duración cuando los Estados 

miembro han establecido procedimientos de registro para las unidades situadas en su 

territorio. Además, se dispone de la creación de una Ventanilla Digital Única que funcione 

en el conjunto del Estado miembro. A continuación, se exponen las aportaciones de 

Provivivenda para este proceso. 

 

A. Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa 

La extracción de viviendas para uso residencial habitual y su transformación en unas de 

uso para alojamientos de corta duración, ha adquirido en España tal magnitud que 

impacta en ámbitos como el derecho al acceso a la vivienda. Este crecimiento, que se da 

principalmente a través de plataformas que permiten a particulares ofrecer alojamiento 

de corta estancia bajo una supuesta lógica de economía colaborativa y que son 

publicitados sin verificar el cumplimiento de la normativa vigente, ha despertado 

inquietudes y plantea desafíos importantes, especialmente para las comunidades locales 

y las autoridades.  

La proliferación de este tipo de alojamientos ha reducido significativamente el número 

de viviendas disponibles para alquiler de larga duración, lo que ha generado una 

contracción de la oferta y un aumento sostenido en los precios de los alquileres. Este 

fenómeno ha intensificado el problema del acceso a viviendas asequibles, afectando no 

solo a grandes ciudades y regiones más demandas por el turismo, sino también a 

capitales de provincia, pequeñas ciudades y áreas rurales. La retirada masiva de 

viviendas del mercado residencial habitual ha incrementado la presión sobre los precios 

en un contexto ya crítico, donde 5,5 millones de hogares enfrentan exclusión residencial, 

y el alquiler está empobreciendo a 4 de cada 10 familias, incluidas 250.000 de ingresos 

medios, exacerbando así la crisis habitacional en todo el país, como señala el informe 

“Prevención y atención de la exclusión residencial. Factores explicativos” de Provivienda 

(2023). 

El motor que explica la proliferación de las viviendas destinadas al alojamiento de corta 

duración una mayor rentabilidad en, así como la facilidad de hacer esta transformación 

del uso, muchas veces impulsada por la falta de información, de inspección, y sanción de 

parte de las autoridades competentes. Esto ocurre tanto en la modalidad del uso turístico 

como cuando anfitriones o arrendadores celebran contratos de corta duración para 



casos en los que, en realidad, se está haciendo uso de la vivienda como residencia 

habitual en los cuales los contratos se van renovando o concatenando pese a que el uso 

de la vivienda es habitual. Al no aplicar correctamente la normativa correspondiente, se 

socavan los derechos de las personas inquilinas y se propicia la opacidad legal, lo que 

afecta tanto a la seguridad jurídica del mercado como a los derechos de las personas 

arrendatarias y arrendadoras.  

En este sentido, tanto las viviendas destinadas al uso turístico como aquellas que se 

destinan a contratos de corta duración destinados a uso distinto de vivienda, pese a que 

sería vivienda habitual según la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU), provocan que 

gran parte de estos alojamientos operen fuera del marco legal, eludiendo el pago de 

impuestos y otras obligaciones, generando una competencia desleal e incentivo frente a 

los contratos regidos por la LAU, facilitado el florecimiento de la economía sumergida. 

Otro desafío es la falta de datos exhaustivos a nivel estatal y europeo sobre este tipo de 

alojamientos, lo que dificulta la evaluación del impacto real de este fenómeno en el 

mercado inmobiliario y turístico por parte de las autoridades, así como la formulación de 

políticas públicas de vivienda para responder adecuadamente a los desafíos que plantea 

y garantizar este derecho. De igual modo, la ausencia de una base de datos consolidada 

y accesible dificulta también que la ciudadanía pueda contar con herramientas de 

accountability frente a las autoridades competentes. 

No obstante, el problema que debe atender esta iniciativa no puede limitarse a la 

generación y transmisión de información, sino que debe enmarcarse en un esfuerzo por 

asignar responsabilidades y movilizar acciones que atiendan el problema. Entre ellas, 

verificar información, identificar casos operando de forma irregular considerando las 

especificaciones a nivel local y estatal, y la tramitación de denuncias o conductos 

regulares para la sanción. 

 

B. La necesidad y oportunidad de su aprobación 

La regulación del mercado de los alojamientos de corta duración es una medida urgente 

para garantizar seguridad jurídica tanto a la propiedad como a las personas usuarias. 

Actualmente, la falta de una normativa clara y armonizada genera incertidumbre, pues a 

la parte usuaria/consumidora no siempre tiene garantizados sus derechos ni conocen si 

los alojamientos cumplen con las normativas mínimas de seguridad, higiene o fiscalidad. 

La aprobación de una norma que facilite en España la recopilación y el intercambio de 

datos sobre estos servicios es esencial para dotar al sector de un marco regulatorio que 

respalde los derechos y garantías a todas las partes. 



Este proceso de aplicación de la normativa europea representa, además, una 

oportunidad clave para combatir el fraude en el ámbito de la Ley de Arrendamientos 

Urbanos (LAU). Muchos contratos se disfrazan como de corta duración para eludir las 

obligaciones que impone la LAU sobre los alquileres de vivienda habitual. Al clarificar y 

reforzar los límites de estos contratos, se protegerá a la parte inquilina que utiliza las 

viviendas como residencia principal y se evitará la elusión normativa. 

Asimismo, esta regulación permitirá enfrentar la economía sumergida que afecta 

gravemente al sector. Al exigir transparencia y el cumplimiento de obligaciones fiscales y 

legales, se promoverá una competencia más justa y se generarán ingresos fiscales para 

el Estado. Es fundamental que la normativa no solo recoja y comunique información, sino 

que también establezca responsabilidades y sanciones claras para garantizar su 

efectividad. 

La recogida sistemática de datos brindará información precisa tanto a las autoridades 

como a la ciudadanía, permitiendo una mejor comprensión de los problemas vinculados 

a la vivienda. Esto facilitará que las investigaciones académicas y las decisiones políticas 

se basen en datos sólidos, permitiendo diseñar soluciones más ajustadas a la realidad. 

Con un conocimiento preciso sobre la disponibilidad de viviendas, los flujos turísticos, las 

externalidades negativas y el impacto económico, se podrán desarrollar políticas públicas 

más eficaces y alineadas con el interés general, con el objetivo último de garantizar el 

derecho a la vivienda para todos. 

Las situaciones descritas, para abordar la necesidad de regulación de los alquileres de 

corta duración, la disponibilidad de información accesible y la lucha contra el fraude de 

ley, requieren de un desarrollo normativo rápido y que despliegue sus efectos a lo largo 

de 2025. Por ello, urge que España adopte y publique las disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumplimiento a este Reglamento 

de forma anticipada a los límites máximos establecidos, haciendo así de este una 

oportunidad para abordar los problemas de asequibilidad de la vivienda que aquejan al 

país. 

 

C. Los objetivos de la norma 

El propósito de la nueva normativa debe ser el de responder de manera integral a los 

desafíos planteados por el alquiler de alojamientos de corta duración en España, 

cumpliendo con los mandatos del Reglamento Europeo 2024/1028 del Parlamento 

Europeo y el Consejo de 11 de abril de 2024 y abordando las particularidades del 

contexto nacional. Entre sus principales objetivos se debe encontrar el de garantizar los 

derechos de las personas residentes, la regulación fiscal de los ingresos derivados de esta 



actividad y la implementación de mecanismos de transparencia y control que garanticen 

la legalidad de las operaciones.  

En este sentido, uno de los principales objetivos debe ser el cumplimiento efectivo de los 

estándares exigidos por el citado Reglamento Europeo sobre la recogida y el 

intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de corta duración. La 

norma debe asegurar que la información relevante sobre estos servicios, tanto a nivel de 

anfitriones como de las plataformas que publicitan los anuncios de alquiler, sea recogida 

de manera eficiente, coherente y accesible para las autoridades competentes a través de 

la Ventanilla Única. El acceso a estos datos permitirá a las autoridades desarrollar 

políticas informadas y ajustadas a la realidad, orientadas a controlar el impacto de este 

sector en la oferta de vivienda, la economía sumergida y la competencia en el mercado 

de alojamientos turísticos. Además, la Ventanilla única deberá ser un instrumento eficaz, 

rápido y gratuito o con un coste razonable para anfitriones de cara a la comprobación 

del número de registro y la subida de documentación probatoria de cara a la denuncia 

en caso de no aparecer la vivienda en el registro. 

Un aspecto clave de la normativa será la limitación del periodo de arrendamiento de 

corta duración, estableciendo que los contratos de este tipo no podrán exceder de un 

año. Esta medida busca evitar el uso abusivo de los contratos de corta duración en 

situaciones en las que la vivienda se utiliza como residencia habitual. Este tipo de 

contratos se ha convertido en una forma de eludir las obligaciones derivadas de la LAU, 

lo que perjudica gravemente y aminora los derechos de las personas inquilinas, así como 

también aminora la disponibilidad de viviendas para alquiler a largo plazo. Con esta 

nueva regulación, se debe establecer una frontera clara entre los arrendamientos de 

corta y larga duración, garantizando que los primeros sean utilizados únicamente para 

aquellos fines para los que están concebidos según la normativa vigente. Asimismo, 

deberá establecerse una subcategoría que diferencie alquiler de uso distinto de vivienda 

(Título III de LAU), y las viviendas de uso turístico, siempre respaldados por una 

justificación documental adecuada obligatoria (según los usos ordenados en el 

Reglamento: fines turísticos, de ocio, trabajo o estudios). 

En relación con esta última obligatoriedad, otro de los objetivos debe ser el de asegurar 

que los arrendamientos de corta duración se justifiquen documentalmente, lo que 

incluye la obligación de aportar pruebas claras sobre el uso del inmueble, así como sus 

características. Para hacerse efectivo, el proceso de registro deberá incluir de manera 

obligatoria la siguiente información mínima: identificación del anfitrión, ubicación de la 

vivienda que permita identificarla concretamente (municipio, calle, numero, piso, letra, 

etc.) y características del alojamiento (tamaño, habitaciones, servicios y número de 

huéspedes máximo). Así, aquellos anfitriones que deseen alquilar sus propiedades para 

fines turísticos, de ocio, trabajo o estudios deberán aportar documentación que respalde 

la finalidad del contrato conforme a la normativa aplicable en cada territorio. Este 



proceso permitirá asegurar que el uso del inmueble se ajusta a los fines declarados y 

evitará el uso indebido de contratos de corta duración para fines residenciales. 

Otro fin fundamental de la norma debe ser el de establecer controles efectivos sobre 

las plataformas digitales que intermedian en la oferta de estos servicios. Las 

plataformas no solo deberán exigir a anfitriones el cumplimiento de los requisitos 

establecidos en la legislación, sino que también tendrán la obligación de verificar que 

todos los alojamientos que se publiciten en ellas cuenten con un número de registro 

válido y emitido por la Ventanilla Única. Esta ventanilla única funcionará como un 

mecanismo de control centralizado que garantizará el seguimiento de los alojamientos 

de corta duración. La norma establecerá un plazo máximo de seis meses en el cual todo 

anfitrión/a haya realizado el registro del alojamiento, obteniendo un número que deberá 

proporcionar de manera obligatoria para la publicación de servicios de alquiler de cortar 

duración en las plataformas en línea. En caso de que un/a anfitrión/a no cumpla con las 

normativas establecidas y no obtenga un número de referencia válido o este sea retirado 

por incumplimientos, el anuncio de su alojamiento no podrá publicarse o se retirará, 

contribuyendo así a la eliminación de la oferta de alojamientos ilegales o irregulares, 

además de facilitar la puesta en marcha de los mecanismos sancionadores que 

garantizan el cumplimiento de la norma, siguiendo los criterios de proporcionalidad y de 

ejemplaridad que solicita el Reglamento europeo.  

En esta línea, es esencial que la norma facilite la obtención de datos económicos y 

fiscales sobre los alojamientos de corta duración y los ingresos patrimoniales 

obtenidos por esta actividad por los/las anfitriones/as. En muchos casos, estas 

actividades generan ingresos para los/as anfitriones/as, quienes actúan como 

verdaderos operadores económicos. La normativa establecerá mecanismos para que las 

plataformas recopilen y faciliten a las autoridades datos sobre la actividad económica de 

anfitriones y, de este modo, garantizar que aquellos que obtienen ingresos significativos 

a través de este tipo de alquileres contribuyan adecuadamente al sistema fiscal. Esto 

permitirá gravar fiscalmente la actividad económica con estos alojamientos, asegurando 

que se incorporen al sistema tributario y cumplan con las obligaciones fiscales como 

cualquier otra actividad comercial. 

Otro de los objetivos importantes es el traslado de los mandatos del Reglamento 

europeo a las plataformas digitales. Las plataformas, además de cumplir con la 

obligación de verificar los registros de los alojamientos, deberán someterse a un régimen 

de control y sanciones en caso de incumplimiento. Las plataformas solo podrán publicar 

aquellos anuncios de viviendas que tengan número de registro, eliminar aquellos que no 

cumplan la normativa, así como tendrán el deber de vigilancia razonable sobre los 

alojamientos publicitados y los registros en la Ventilla Única. Para ello, se deberá 

establecer un plazo máximo de tres meses para que las plataformas digitales incorporen 

en su interfaz la obligatoriedad de introducir el número de registro para publicar un 



anuncio de alquiler de corta duración; así como un plazo máximo de tres meses para 

retirar todos aquellos anuncios que no dispongan de dicho número de registro a partir 

de la fecha límite en la que anfitriones están obligados al registro. La normativa debe 

prever un régimen sancionador específico para las plataformas que no cumplan con las 

obligaciones establecidas, permitiendo la imposición de multas u otras sanciones en caso 

de que permitan la publicación de alojamientos sin los registros necesarios o no 

colaboren con las autoridades en la investigación de posibles infracciones. 

Un aspecto innovador de la normativa deberá ser el papel multifuncional de la Ventanilla 

Única, que no solo será una herramienta de control para las plataformas, sino que 

también deberá estar abierta al público como una fuente de información accesible para 

la ciudadanía. La Ventanilla Única deberá ser una herramienta estadística y de 

consulta a disposición de la ciudadanía (gratuita, pública y accesible), permitiendo a 

los y las usuarios/as verificar la veracidad de la información proporcionada por 

anfitriones, como el número de referencia del alojamiento, la vigencia de las licencias, la 

existencia de inspecciones y los resultados de las mismas; así como el número de 

alquileres de corta duración existentes, la ubicación de los alojamientos y las 

características de estos. Esta herramienta también deberá proporcionar información 

sobre si el propietario del alojamiento es considerado un comerciante a efectos legales, 

lo que activará los derechos de la persona usuaria conforme al sistema arbitral de 

consumo. En caso de tratarse de persona jurídica, será publica el nombre de la sociedad. 

Este sistema permitirá a las personas usuarias ejercer sus derechos en situaciones de 

conflicto, asegurando la protección de las personas y aumentando la confianza en el uso 

de estos servicios. 

Para asegurar el cumplimiento efectivo de la norma, se debe establecer en la misma un 

régimen sancionador adecuado, proporcional y disuasorio, que permita a las 

autoridades imponer sanciones a aquellos/as anfitriones/as y plataformas que 

incumplan las obligaciones establecidas. Este régimen deberá contemplar diferentes 

niveles de sanciones, que varíen en función de la gravedad de la infracción, desde multas 

hasta la suspensión del número de registro del alojamiento o la prohibición de publicitar 

el inmueble en plataformas digitales. La cuantificación clara de las sanciones y los 

procedimientos de inspección y control garantizarán un cumplimiento efectivo de la 

normativa y disuadirán de posibles infracciones.  

Además, la norma deberá prever la implementación de medios técnicos y 

administrativos que faciliten la gestión y la inspección de los alojamientos de corta 

duración. Tal y como establece el propio Reglamento Europeo, es fundamental que las 

autoridades dispongan de herramientas tecnológicas y personal inspector que permita 

llevar a cabo controles de manera eficiente, verificando la información proporcionada 

por anfitriones y las plataformas. Para ello, será necesario destinar recursos suficientes 

a la implementación de sistemas de control, verificación e inspección. 



Es imprescindible que la normativa cuente con una memoria económica adecuada, que 

prevea los recursos necesarios para su implementación. Esto incluirá no solo los costes 

asociados a la creación y mantenimiento de la Ventanilla Única, sino también los recursos 

destinados a la inspección y sanción de los incumplimientos. La memoria económica 

deberá garantizar que las autoridades cuenten con los medios técnicos y humanos 

necesarios para aplicar la normativa de manera efectiva y para realizar los controles e 

inspecciones que se requieran para asegurar su cumplimiento. 

Finalmente, la norma debe configurar un sistema de coordinación y colaboración 

interadministrativa, que asegure la participación de las Administraciones Públicas 

implicadas en los distintos niveles: Ministerio de Hacienda, Consumo, Vivienda, así como 

los órganos administrativos autonómicos y los municipales en virtud de su competencia 

en materia de turismo y consumo.  

En resumen, la normativa tiene como objetivo no solo cumplir con los estándares 

europeos, sino también ir más allá en la protección de los derechos de las personas 

inquilinas o usuarias, el refuerzo de la transparencia y la legalidad en el sector, y la 

creación de un entorno de competencia justa en el mercado de los alojamientos de corta 

duración. 

 

D. Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no 

regulatorias 

La presente iniciativa se enmarca en el desarrollo normativo necesario para la correcta 

aplicación de la normativa europea, por lo que no existen alternativas regulatorias o no 

regulatorias viables para España. El Reglamento Europeo establece un marco 

armonizado para todos los Estados miembro en relación con la gestión y control de los 

alojamientos de corta duración, por lo que cualquier intento de regulación fuera de este 

contexto sería incompatible con las obligaciones que tiene España como estado miembro 

de la Unión Europea. Por tanto, la única vía posible es proceder a la adaptación y 

desarrollo de la legislación española para asegurar que se cumplan con rigor y efectividad 

los objetivos establecidos en el Reglamento.  

 


